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  Resumen de las comunicaciones de las partes interesadas 
sobre Madagascar* 

  Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta la periodicidad del examen periódico 

universal y el resultado del examen anterior1. Constituye un resumen de las comunicaciones 

de 24 partes interesadas2 para el examen periódico universal, presentadas de forma resumida 

debido a las restricciones relativas al número de palabras. Se incluye una sección separada 

para la contribución de la institución nacional de derechos humanos acreditada en plena 

conformidad con los Principios de París. 

 II. Información proporcionada por la institución nacional  
de derechos humanos acreditada en plena conformidad  
con los Principios de París 

2. La Comisión Nacional Independiente de Derechos Humanos (INHRC) señaló que no 

se habían investigado suficientemente los casos de tortura y ejecuciones extrajudiciales, 

sumarias o arbitrarias presuntamente cometidas por las fuerzas de seguridad y defensa3. 

La INHRC recibió denuncias y realizó visitas sin previo aviso a centros de privación de 

libertad. Recomendó a Madagascar que aprobara el decreto de aplicación de la Ley 

núm. 2018-028, por el que se instituía a la INHRC como Mecanismo Nacional de Prevención 

de la Tortura, y que dotara a este de presupuesto4. 

3. La INHRC observó que se había avanzado poco en la reducción de las ejecuciones 

sumarias y recomendó que se impartiera una formación más adecuada a las fuerzas de 

seguridad5. 

4. La INHRC señaló que, en virtud de la Ley núm. 2024-001, el Código Penal 

contemplaba una pena obligatoria de castración quirúrgica por el delito de violación de un 

menor de 10 años y recomendó la revisión del Código Penal para que fuera conforme con la 

Convención contra la Tortura6. 

  

 * La versión original del presente documento no fue objeto de revisión editorial oficial. 
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5. La INHRC reconoció los avances en la lucha contra el hacinamiento en las cárceles, 

como los indultos presidenciales y la construcción de prisiones, pero recomendó seguir 

trabajando a ese respecto7. 

6. A pesar de la Ley núm. 2016-018 de Niños en Conflicto con la Ley, en virtud de la 

cual se había reducido a la mitad la duración de la prisión preventiva de menores, la INHRC 

recomendó revisar las disposiciones sobre la duración de la prisión preventiva del Código de 

Procedimiento Penal8. La INHRC encomió la nueva política penal de puesta en libertad bajo 

supervisión judicial y recomendó a Madagascar que legislara sobre medidas alternativas a la 

prisión preventiva9. 

7. La INHRC recomendó dotar de mayor independencia al sistema de lucha contra la 

corrupción y asegurar la detección de los elementos corruptos10. 

8. La INHRC observó que el delito de difamación contra agentes del Estado se castigaba 

con penas de prisión, que la solicitud de autorizaciones para celebrar reuniones públicas 

estaba sujeta a procedimientos complicados y que, en el contexto electoral, se hacía un uso 

desproporcionado de la fuerza para dispersar protestas pacíficas, estaban prohibidas las 

reuniones al aire libre y se detenía arbitrariamente a manifestantes11. 

9. La INHRC valoró positivamente la construcción de nuevos hospitales y recomendó a 

Madagascar que luchara contra la corrupción en el sector de la salud y que estableciera 

hospitales en las zonas rurales12. 

10. La INHRC informó de una tasa de embarazos en la adolescencia alta, así como de la 

falta de educación sexual y de unas tasas de aborto y de mortalidad materna elevadas. 

Recomendó aprobar un documento sobre educación sexual integral y adoptar un enfoque 

multisectorial para proporcionar información y servicios a la población joven13. 

11. La INHRC señaló la construcción de 42 escuelas y recomendó derogar el 

Memorando núm. 2023-862, que prohibía continuar los estudios a las niñas casadas tras 

quedar embarazadas14. 

12. La INHRC recomendó a Madagascar que presentara al parlamento el proyecto de ley 

de igualdad de género, ratificara el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y derogara las 

disposiciones discriminatorias de las leyes de sucesiones y de patrimonio conyugal15. 

13. La INHRC celebró los logros alcanzados en la lucha contra la violencia de género, 

entre ellos, la Ley núm. 2019-008, que tipificaba como delito la violación conyugal, pero 

señaló que no se habían adoptado medidas suficientes en zonas remotas16. 

14. Habida cuenta de los escasos avances en materia de trabajo infantil, la INHRC 

recomendó a Madagascar que estableciera un programa de protección social para luchar 

contra las peores formas de trabajo infantil17. 

15. La INHRC encomió la Estrategia Nacional de Lucha contra el Matrimonio Infantil, 

pero observó las excepciones a la edad mínima legal para contraer matrimonio18. A pesar de 

la labor contra la explotación infantil, la INHRC recomendó simplificar las normas de 

procedimiento19. 

16. La INHRC recomendó a Madagascar que dotara a la INHRC de los medios necesarios 

para desempeñar las funciones que le competían en materia de cooperación y que aumentara 

su presupuesto20. 

 III. Información proporcionada por otras partes interesadas 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales21 y cooperación  

con los mecanismos de derechos humanos 

17. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que ratificara el Protocolo 

Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales22, el 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un 
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procedimiento de comunicaciones23, y la Convención Internacional sobre la Eliminación de 

Todas las Formas de Discriminación Racial24. 

18. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que ratificara el Protocolo de 

la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y la Convención para Reducir los Casos 

de Apatridia25, la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio26, y el 

Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares27. 

 B. Marco nacional de derechos humanos 

  Infraestructura institucional y medidas de política 

19. La comunicación conjunta 2 (JS2) señaló que la INHRC afrontaba dificultades 

relacionadas con la falta de recursos y de oficinas regionales, una gestión presupuestaria 

compleja y el hecho de que no se había nombrado a dos representantes de la sociedad civil28. 

La JS5 afirmó que la INHRC incumplía los Principios de París puesto que no contaba con 

representantes de la sociedad civil29. 

20. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: nombrara a los dos 

miembros representantes de la sociedad civil y estableciera la autonomía presupuestaria30; 

aumentara la dotación presupuestaria31; respetara la independencia de la INHRC32; preservara 

la integridad de su proceso electoral33, y garantizara el cumplimiento de los Principios 

de París34. 

 C. Promoción y protección de los derechos humanos 

 1. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos  

humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional humanitario aplicable 

  Igualdad y no discriminación 

21. La JS1 señaló que en las escuelas era obligatorio cantar el himno nacional, que ofendía 

sus creencias religiosas, e informó de que los niños que se abstenían de hacerlo habían sido 

objeto de discriminación. La JS1 recomendó garantizar el acceso a la educación sin 

discriminación de todos los niños35. 

  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser  

sometido a tortura 

22. La JS2 y la JS5 denunciaron abusos por parte de las fuerzas de seguridad36. La JS2 

señaló que se seguían produciendo muertes ilícitas y que los abusos denunciados no habían 

sido objeto de investigaciones transparentes, lo que había mermado la confianza en el sistema 

judicial y aumentado la justicia callejera37. 

23. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: se asegurara de que todas 

las denuncias de ejecuciones arbitrarias fueran objeto de investigaciones independientes y 

transparentes38; impartiera formación en derechos humanos a las fuerzas del orden39; 

controlara a los agentes que efectuaban las detenciones o estaban autorizados a usar la fuerza, 

prohibiera las órdenes de superiores que autorizaban ejecuciones arbitrarias y atajara las 

causas profundas de la justicia callejera40, y garantizara la reparación a las víctimas e 

implantara mecanismos de vigilancia41. 

24. La JS2 y la JS5 afirmaron que se seguían cometiendo actos de tortura con impunidad 

y la JS2 señaló también que la Ley núm. 2008-008 preveía penas de prisión por la comisión 

de tales actos42. La JS2 informó de que el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, 

cuyas facultades se habían asignado a la INHRC, no podía llevar a cabo su cometido debido 

a la falta de recursos y de formación. Además, la Ley núm. 2024-001 preveía la pena de 

castración, que era contraria a la prohibición de la tortura43. La JS5 y la JS7 señalaron que 

seguía sin conocerse la situación de la reforma en materia de tortura mediante un proyecto 

de ley que castigaba los tratos inhumanos44. 
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25. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: acelerara la aprobación 

del proyecto de ley en virtud del cual se revisaba la Ley núm. 2008-008 y se tipificaba como 

delito la tortura45; investigara las denuncias de tortura y enjuiciara a los responsables46; 

difundiera la Ley núm. 2008-008 y revisara la legislación para asegurar el cumplimiento de 

los compromisos en materia de derechos humanos47; reforzara los mecanismos legales y 

judiciales para investigar la tortura48; velara por que el Mecanismo Nacional de Prevención 

de la Tortura dispusiera de los recursos y las competencias necesarios49, y estableciera una 

comisión independiente y un fondo de indemnización para las víctimas50. 

26. GTT observó que se producían detenciones arbitrarias y recomendó poner fin a todas 

las detenciones, privaciones de libertad y enjuiciamientos arbitrarios, crear un organismo 

independiente para vigilar a las fuerzas del orden, e investigar los abusos de poder51. 

27. A pesar de las medidas de rehabilitación y de construcción de prisiones, la JS2 y la JS7 

señalaron el hacinamiento en las cárceles y la gran cantidad de presos preventivos52. La JS2 

observó que los centros de privación de libertad carecían de infraestructuras básicas y 

funcionaban parcialmente y que los presos preventivos no estaban separados de los penados, 

así como tampoco los menores de los adultos53. La JS7 señaló casos de malnutrición54. 

28. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: redujera el hacinamiento 

en las cárceles, mejorara las condiciones de reclusión y velara por que las condiciones en los 

establecimientos penitenciarios cumplieran las normas internacionales55; impusiera penas 

alternativas al encarcelamiento, aplicara el procedimiento extrajudicial a los menores y 

previera visitas sistemáticas a las cárceles56; proporcionara recursos para mejorar las 

condiciones de reclusión y garantizara la separación entre los menores y los adultos privados 

de libertad57, y promoviera la imposición de penas alternativas, asegurara el acceso a una 

alimentación y atención sanitaria adecuadas y garantizara la presencia de personal sanitario 

y de servicios sociales en los establecimientos penitenciarios58. 

  Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad,  

y estado de derecho 

29. La JS5 reconoció la labor del Estado por reforzar la eficacia judicial, pero afirmó que 

era necesario hacer más para que la justicia fuera plenamente accesible y contara con los 

recursos adecuados59. Entre los motivos de preocupación planteados figuraban: la falta de 

infraestructura judicial en las zonas rurales, el elevado costo de las tasas judiciales, el 

desconocimiento sobre los derechos y los escasos programas de asistencia jurídica60; la falta 

de recursos del sistema judicial, la insuficiente formación de los profesionales del derecho, 

la escasa confianza de la población en el sistema jurídico y las frecuentes violaciones de las 

garantías procesales, ya que muchas personas en prisión preventiva carecían de acceso a un 

abogado61; la falta de jueces y tribunales de primera instancia, y la falta de transparencia62. 

30. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: asegurara el acceso a un 

abogado e impartiera formación en materia de garantías procesales a los funcionarios 

judiciales63; aumentara el presupuesto judicial, construyera nuevos tribunales en las zonas 

rurales, eximiera del pago de tasas judiciales a las personas más vulnerables, pusiera en 

marcha un mecanismo de asistencia jurídica, y estableciera mecanismos que garantizaran la 

transparencia de los procedimientos judiciales64. 

31. La JS5 destacó las medidas adoptadas para limitar la duración de la prisión preventiva, 

pero señaló que esta superaba a menudo los plazos legales establecidos debido a los retrasos 

judiciales y a la aplicación desigual de las normas65. 

32. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: estableciera un sistema 

informatizado de recopilación de datos66; tomara medidas administrativas y judiciales para 

agilizar los casos de las personas en prisión preventiva67; estableciera un mecanismo que 

permitiera asegurar que las normas que regían la prisión preventiva respetaban los límites 

legales68; reforzara los mecanismos independientes de investigación de privaciones de 

libertad indebidas, aumentara el presupuesto y reformara el Código de Procedimiento Penal 

para reducir la duración de la prisión preventiva69, y reforzara las sinergias entre los actores 

de la cadena de justicia penal70. 
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33. A pesar de los avances en materia de independencia del poder judicial, entre los que 

cabe citar las condenas en casos de corrupción de alto nivel, BDP señaló huelgas de alguaciles 

que denunciaban las presiones del Gobierno para obstruir las sentencias71. La JS2 observó 

injerencias del poder ejecutivo y una falta de transparencia en los casos de corrupción72. 

34. BDP recomendó garantizar la independencia sustantiva del poder judicial respecto del 

ejecutivo, investigar y sancionar la obstrucción del trabajo del poder judicial y crear un 

observatorio independiente sobre su autonomía73. 

35. GTT afirmó que la corrupción estaba profundamente arraigada y que a menudo se 

castigaba a los denunciantes de irregularidades, mientras que rara vez se enjuiciaba a los 

autores de tráfico de recursos naturales o malversación de fondos públicos, lo que contribuía 

a la crisis de confianza en las instituciones74. La JS5 valoró positivamente las leyes contra el 

blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo y a favor de la recuperación de activos 

ilícitos, pero señaló que el tráfico de recursos naturales aumentaba y que la lentitud de las 

actuaciones judiciales fomentaba la impunidad75. 

36. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: aplicara la Estrategia 

Nacional de Lucha contra la Corrupción76; creara Centros de Lucha contra la Corrupción en 

las seis provincias, reforzara la competencia de las instituciones competentes, garantizara su 

independencia y aumentara su presupuesto77, y estableciera una clara separación de poderes, 

creara mecanismos de transparencia y protegiera a quienes denunciaban irregularidades78. 

37. Se observó que la población recurría a sistemas de justicia tradicionales, llamados 

dina, debido a la falta de acceso al sistema formal, pero que esos sistemas podían contravenir 

ciertos derechos79. 

38. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que siguiera estudiando marcos 

jurídicos que reconocieran los sistemas de justicia consuetudinarios y garantizaran al mismo 

tiempo el cumplimiento de las normas de derechos humanos, impartiera formación en 

derechos humanos a los líderes de la justicia consuetudinaria, fomentara un diálogo periódico 

entre los sistemas consuetudinarios y formales, e integrara la justicia consuetudinaria en el 

sistema formal80. 

39. En cuanto a la justicia transicional y la labor de reconciliación nacional, la JS2 señaló 

la exacerbación de las rivalidades como consecuencia de los golpes de Estado, la exclusión 

social y las desigualdades de casta. El Consejo de la Fampihavanana de Madagascar tenía el 

cometido de impulsar la reconciliación y luchar contra la impunidad, pero no se había 

renovado su mandato expirado81. La JS2 recomendó aplicar todos los pilares de la justicia 

transicional, investigar las denuncias de tortura, revisar los métodos de nombramiento de los 

miembros del Consejo y dotar al Consejo y al Fondo Nacional de Reparación e 

Indemnización de recursos suficientes82. 

  Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

40. La JS4 señaló que los defensores de los derechos humanos enfrentaban limitaciones 

para llevar a cabo su labor83. La JS7 afirmó que no existían mecanismos para proteger a los 

defensores de los derechos humanos y que estos eran objeto de intimidaciones, represalias, 

detenciones arbitrarias, violencia y persecución, que se agravaban durante los períodos de 

inestabilidad política84. La JS9 señaló que desde 2018 se estaba debatiendo un proyecto de 

ley de protección de los derechos de los defensores de los derechos humanos85. 

41. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: pusiera fin a las 

represalias contra los defensores de los derechos humanos86; aprobara el proyecto de ley87; 

velara por el respeto de los derechos de los defensores de los derechos humanos previstos en 

la legislación vigente y estableciera el mecanismo de protección de estos activistas88, y 

asegurara un entorno seguro y propicio para los defensores de los derechos humanos89. 

42. GTT y la JS4 afirmaron que las autoridades restringían con frecuencia el derecho de 

reunión pacífica, ya que casi nunca concedían permiso a los partidos de la oposición para 

celebrar manifestaciones públicas y hacían uso de una fuerza excesiva para dispersar a los 

manifestantes90. 
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43. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que pusiera en libertad a todas 

las personas privadas de libertad por ejercer su derecho a la libertad de expresión, de opinión, 

de asociación y de reunión91, y autorizara las solicitudes para celebrar manifestaciones 

legalmente presentadas y garantizara el derecho a manifestarse pacíficamente92. 

44. La JS2 y la JS9 señalaron los obstáculos a la libertad de prensa y de expresión, entre 

ellos la Ley núm. 2014-006 de Ciberdelincuencia, que castigaba con penas de cárcel la 

difamación en línea contra agentes del Estado, y el Código de Comunicación de 2016, que 

prohibía criticar a funcionarios del Gobierno93. La JS2 informó de que el Organismo Nacional 

de Reglamentación de la Comunicación Mediatizada no estaba operativo porque no se había 

aprobado un decreto de aplicación94. La JS4 señaló restricciones a los medios de 

comunicación privados95. La JS5 valoró positivamente el proyecto de ley de acceso a la 

información pública, de 2020, pero denunció el cierre de medios de comunicación, la 

intimidación y detención de la que eran objeto periodistas, y la opacidad de la administración 

pública96. 

45. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: aprobara el decreto de 

aplicación y permitiera la cobertura nacional de las emisoras audiovisuales privadas97; 

acelerara la aprobación del proyecto de ley, estableciera mecanismos para impedir el cierre 

arbitrario de medios de comunicación y garantizara la seguridad de los periodistas98, y 

revisara el Código de Comunicación y la Ley de Ciberdelincuencia99. 

46. La JS2 informó de restricciones a las libertades durante la campaña electoral de 2023, 

como la denegación de permisos para celebrar reuniones en la vía pública, la dispersión de 

manifestaciones por las fuerzas de seguridad, el decreto de toques de queda y la imposición 

de prohibiciones de circulación100. La JS2 recomendó actualizar el Decreto Legislativo 

núm. 60-082 de Reuniones Públicas en la Vía Pública para ajustarlo a las normas 

internacionales, y derogar las leyes que restringían injustificadamente la libertad de 

expresión101. 

  Derecho al matrimonio y a la vida familiar 

47. La JS11 informó de que la Ley núm. 2007-022 de Matrimonio establecía en 18 años 

la edad mínima para contraer matrimonio, pero contemplaba la autorización del matrimonio 

de personas entre los 16 y los 18 años a petición del progenitor o tutor del menor102. La JS11 

recomendó enmendar la Ley núm. 2007-022 para eliminar la excepción o establecer más 

estrictamente la justificación del matrimonio de las personas menores de 18 años103. 

48. Entre los factores señalados en relación con la prevalencia del matrimonio infantil 

figuraban la precariedad económica, las tradiciones culturales, el escaso valor que se 

concedía a las niñas y la falta de educación104. La JS10 observó la falta de promoción de la 

Estrategia Nacional de Lucha contra el Matrimonio Infantil y los insuficientes recursos 

asignados en ese ámbito105. YWCA observó escasos avances en las actividades de la 

Estrategia106. La JS5 y YWCA informaron de las mejoras logradas gracias a la participación 

de los dina107. 

49. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: implicara a los dina y 

aprobara una ley para eliminar el matrimonio infantil; reforzara la concienciación sobre las 

repercusiones negativas del matrimonio infantil; mantuviera el diálogo con los dirigentes 

tradicionales; asignara más recursos a esta materia; supervisara los proyectos y aplicara la 

Estrategia108, y adoptara una nueva estrategia, sobre la base de los logros de la Estrategia para 

2017-2024, y garantizara su puesta en marcha efectiva109. 

  Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

50. El ECLJ recomendó a Madagascar que diera prioridad a la prevención de la trata de 

personas y proporcionara recursos y formación a las fuerzas del orden, adoptara 

procedimientos operativos normalizados para detectar a las víctimas de la trata a fin de 

rescatarlas y prestarles ayuda, e investigara a los agentes cómplices110. 
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  Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

51. A pesar de la aprobación de un nuevo Código del Trabajo, la JS5 informó de que el 

Programa de Trabajo Decente por País apenas había repercutido en las condiciones laborales: 

el trabajo decente había empeorado, los trabajadores estaban inadecuadamente protegidos, 

especialmente en el sector informal, y no se habían generado suficientes empleos nuevos111. 

La JS5 recomendó a Madagascar que adaptara el Programa nacional al nuevo Código del 

Trabajo, facilitara la formalización del sector informal y apoyara a los pequeños inversores112. 

52. La JS4 observó el bajo nivel de empleo en el sector formal y la dependencia de las 

actividades agrícolas en las zonas rurales. Estas actividades se veían afectadas por la 

usurpación de tierras y la gestión problemática de los recursos hídricos, mientras que el 

trabajo de las mujeres se veía influido por los efectos del clima, el bajo nivel educativo y las 

costumbres discriminatorias113. La JS4 recomendó a Madagascar que pusiera en marcha una 

política de creación de empleo que tuviera en cuenta las especificidades regionales y los 

niveles de educación, que luchara contra la discriminación contra las mujeres, que apoyara 

las actividades agrícolas y que pusiera fin a las medidas discriminatorias en el suministro de 

agua114. 

53. La ITUC recomendó a Madagascar que se abstuviera de utilizar el derecho penal para 

perseguir a sindicalistas y enmendara las disposiciones del Código Penal que obstaculizaban 

el derecho a la libertad de asociación y a la negociación colectiva, que se abstuviera de 

intervenir en las elecciones sindicales, que garantizara la tipificación como delito de la 

discriminación antisindical y se asegurara de que los trabajadores afectados tuvieran acceso 

a vías de recurso, que modificara la regulación de los conflictos colectivos para permitir 

únicamente el arbitraje voluntario, y que se asegurara de que el nuevo Código Marítimo 

garantizara a los navegantes el derecho a constituir organizaciones de su elección y a afiliarse 

a ellas, así como a negociar colectivamente115. 

  Derecho a la seguridad social 

54. La JS4 observó que la cobertura de los regímenes de protección social seguía siendo 

baja, y consistía principalmente en redes de protección social financiadas por donantes, 

presentes solo en 7 de las 22 regiones. Además, se habían emprendido iniciativas consistentes 

en la distribución de alimentos, aunque no cubrían a toda la población a la que estaban 

destinadas. Las personas con discapacidad no se beneficiaban de ninguna medida específica 

de protección social, lo que las exponía a la explotación para la mendicidad116. 

55. La JS4 recomendó a Madagascar que asignara el máximo de los recursos disponibles 

a la aplicación de la Política Nacional de Protección Social y diera prioridad a su 

implementación, que aplicara medidas específicas de apoyo a las personas con discapacidad 

y que emprendiera acciones para erradicar su explotación117. La JS5 recomendó revisar la 

Política para prever medidas a largo plazo, promover la seguridad social en la economía 

informal, aspirar a prestar una cobertura sanitaria universal y reforzar la gestión de la 

ayuda118. 

  Derecho a un nivel de vida adecuado 

56. En 2021, la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos había 

publicado una carta de llamamiento urgente en relación con la crisis alimentaria provocada 

por la sequía, que al parecer había causado la muerte a unas 340 personas y amenazado a 

1 millón con la hambruna119. La JS4 señaló que la mayoría de la población tenía una 

capacidad limitada para adaptarse a los efectos del cambio climático, ya que dependía de la 

agricultura, la ganadería y la pesca de subsistencia120. La JS1 observó que la falta de agua 

impedía la producción de alimentos, y la falta de infraestructuras para suministrar agua había 

empeorado el acceso al agua y al saneamiento121. 

57. La JS4 recomendó a Madagascar que movilizara el máximo de los recursos 

disponibles, promoviera técnicas agrícolas adaptadas al cambio climático y proporcionara a 

los agricultores los medios correspondientes para ello, que revisara las estrategias, leyes y 

políticas para lograr la soberanía alimentaria, implicara a las comunidades afectadas y 

protegiera a los campesinos de los desalojos forzosos y la usurpación de tierras122. 
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58. La JS4 estimó que más de la mitad de los hogares sufrían hacinamiento y carecían de 

un sistema de saneamiento, mientras que la mayoría obtenía agua de fuentes no mejoradas123. 

La JS4 recomendó poner en marcha una estrategia nacional de vivienda con la máxima 

cobertura, que priorizara a las personas más vulnerables, tener en cuenta los efectos del 

cambio climático en el acceso al agua, evitar los desalojos forzosos y garantizar que las 

personas desalojadas dispusieran de vías de recurso124. 

  Derecho a la salud 

59. A pesar de la construcción de nuevos hospitales y de la contratación de personal, 

la JS5 señaló problemas en la atención de la salud relacionados con la falta de equipamiento 

y personal, un presupuesto insuficiente, el hecho de que los servicios de salud no fueran 

gratuitos, el elevado precio de los medicamentos, la corrupción, la inadecuación de los 

servicios de salud materno-infantil y el rechazo del proyecto de ley del aborto125. La JS4 

expresó su preocupación por la lejanía de la población rural a los establecimientos de atención 

sanitaria, la inasequibilidad de los servicios de salud para esta población y las prácticas 

discriminatorias de la que eran objeto, así como por la corrupción126. 

60. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: reforzara la cobertura 

sanitaria universal; impartiera formación en materia de derechos humanos al personal 

sanitario; asignara personal de salud en todas las regiones127; pusiera en marcha medidas 

correctivas para erradicar la corrupción y proporcionara equipos de emergencia128; aumentara 

el presupuesto de salud y movilizara recursos locales para financiar los servicios de salud129. 

61. La JS3 informó de que la población infantil sufría enfermedades como diarrea, 

malnutrición y enfermedades cutáneas debido a las condiciones insalubres y la pobreza130. 

La JS8 señaló la elevada tasa de mortalidad de la población de entre 1 y 5 años debido a la 

falta de acceso oportuno a diagnósticos, tratamientos y medidas preventivas adecuados131. 

62. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: implantara la atención 

primaria gratuita, erradicara la discriminación contra la población pobre, bajara los precios 

de los medicamentos y aumentara el número de centros de salud y de trabajadores que 

atendían a la población infantil132; garantizara la atención de la salud gratuita o 

subvencionada, ampliara los servicios en zonas remotas, aumentara la formación de los 

profesionales de la salud, garantizara un suministro adecuado de los medicamentos y equipos 

esenciales, y promoviera programas de vacunación y educación en salud pública133. 

63. La JS5 señaló los elevados niveles de mortalidad materna134. Varias partes interesadas 

recomendaron a Madagascar que: impartiera educación sexual en las escuelas135, velara por 

que todas las mujeres tuvieran acceso a servicios de salud sexual y reproductiva, mejorara el 

acceso a la atención prenatal y obstétrica de urgencia; legislara para despenalizar el aborto 

terapéutico, asegurara la igualdad de acceso al tratamiento de infecciones de transmisión 

sexual y el virus de la inmunodeficiencia humana136, y proporcionara financiación para que 

las niñas de las zonas rurales pudieran asistir a la escuela137. El ECLJ también se pronunció 

sobre cuestiones relacionadas con el aborto138. 

64. La JS11 informó de que la principal causa de la fístula obstétrica era la falta de acceso 

a la atención sanitaria, especialmente durante el embarazo y el parto. A pesar de contar con 

un Plan Estratégico Nacional para la Eliminación de la Fístula Obstétrica y de que el 

Gobierno y sus socios sufragaban los costos de la cirugía de reparación, solo había 13 centros 

médicos que realizaban esa intervención quirúrgica139. La JS11 recomendó a Madagascar que 

realizara un estudio de referencia, mejorara la formación del personal facultativo que 

realizaba las cirugías, aumentara la financiación para la investigación y los medicamentos, y 

velara por que todas las mujeres pudieran acceder al menos a cuatro visitas médicas 

prenatales gratuitas140. 

  Derecho a la educación 

65. BCN informó de que, a pesar del Plan Sectorial de Educación para 2018-2022, 

Madagascar enfrentaba dificultades en relación con la retención del alumnado en el sistema 

escolar, la finalización de los estudios y la calidad de la educación impartida. La pobreza 

seguía siendo un obstáculo, aunque las familias a menudo contribuían a los salarios de los 

docentes contratados localmente por la FRAM, la asociación de madres y padres del 
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alumnado. El trabajo infantil impulsado por la pobreza, el matrimonio infantil y las altas tasas 

de embarazo en la adolescencia también reducían la asistencia escolar141. La educación 

gratuita no existía en varias regiones ni en las escuelas primarias142. Según las informaciones 

recogidas, el acceso a los comedores escolares era problemático143. 

66. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: ampliara los programas 

de asistencia social para que llegaran a la población más pobre; convirtiera los contratos del 

profesorado contratado por la FRAM en contratos estatales; reconociera el derecho del niño 

a ser protegido del trabajo; luchara contra el matrimonio infantil144; garantizara la educación 

gratuita145, y ampliara la cobertura de los comedores escolares146. 

67. Se expresó preocupación por la calidad de la educación, entre otras cosas, por la 

escasez de profesores, la falta de cualificación de los docentes, especialmente de los 

contratados por la FRAM, y el estado ruinoso de las infraestructuras y el equipamiento 

escolar147. La JS4 y la JS8 señalaron el alto nivel de analfabetismo148. BCN informó de que 

la mitad del alumnado lograba completar la escuela primaria, la proporción de alumnos por 

docente seguía siendo alta y predominaban las clases con grupos de edad mixtos149. La JS4 

observó un acceso desigual a la educación en función de la riqueza, el sexo y la ubicación 

geográfica, así como la contratación de docentes no cualificados y la explotación sexual en 

las universidades150. 

68. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: controlara la calidad de la 

educación en todo el país151; dejara de contratar a docentes no cualificados152; reforzara la 

formación153; mejorara las condiciones de los docentes no cualificados contratados por 

la FRAM, incentivara el despliegue de docentes en las zonas rurales, mejorara las 

condiciones de las aulas y las letrinas y disminuyera el número de alumnos por clase y las 

clases de niveles mixtos154; promoviera la contratación de personas graduadas por parte de la 

Administración, asignara un presupuesto suficiente para equipar las escuelas y erradicara la 

explotación dentro de las universidades155, e impulsara la educación infantil156. 

69. BCN, la JS8 y la JS10 señalaron la escasa inversión en educación157. Varias partes 

interesadas recomendaron a Madagascar que aumentara el presupuesto asignado a la 

educación158. 

70. BCN afirmó que las perturbaciones climáticas provocaban un mayor absentismo 

escolar159 y recomendó incorporar medidas de adaptación al clima en las políticas educativas 

y garantizar la continuidad del aprendizaje de la población infantil durante los fenómenos 

climáticos extremos160. 

  Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

71. La JS4 afirmó que la lucha contra la pobreza había sido ineficaz a pesar de la ayuda 

obtenida; señaló que la pobreza había aumentado más en las zonas urbanas debido a la 

migración desde las zonas rurales, que las nuevas leyes sobre tierras e inversiones y el Código 

de Minería habían allanado el camino para la usurpación de tierras, y que el sector extractivo 

lideraba la economía. Las poblaciones afectadas no participaban en la toma de decisiones161. 

72. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: respetara el derecho de las 

poblaciones a participar en la toma de decisiones162, y priorizara las medidas con efectos a 

largo plazo, garantizara una gestión transparente de la ayuda y armonizara las leyes y las 

políticas con los instrumentos internacionales de derechos humanos163. 

73. JAI afirmó que la extracción de recursos, concretamente la deforestación, había puesto 

en peligro el derecho de la población malgache a un medio ambiente limpio, sano y 

sostenible164. La JS4 destacó el aumento de la deforestación165. 

74. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: garantizara que el 

desarrollo de los recursos fuera compatible con el derecho a la libre determinación del pueblo 

malgache y, si la extracción era incompatible con el uso de los recursos a largo plazo, 

reconsiderara los contratos correspondientes166; protegiera al pueblo malgache de proyectos 

mineros con impactos irreversibles167, y reforzara la seguridad jurídica de las zonas 

protegidas168. 
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75. La JS4 afirmó que los grupos vulnerables desconocían las políticas relacionadas con 

el clima169. La JS4 recomendó a Madagascar que integrara el principio de consentimiento 

libre, previo e informado en el Decreto de Compatibilidad de las Inversiones con el Medio 

Ambiente e implicara a las comunidades afectadas170. 

76. JAI recomendó pedir compromisos urgentes a los estados industrializados para 

reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, y analizar las medidas de reparación 

climática de los países que importaban recursos de Madagascar171. 

77. La JS6 informó de que, a pesar de la labor del Gobierno para responder a la crisis de 

la sequía, que comprendía la aprobación de la Ley núm. 2015-003 y de varios planes de 

acción, la aplicación parcial de los planes y la ausencia de una dimensión multisectorial 

contribuían a empeorar la situación172. La confianza en el Estado se había erosionado entre 

las comunidades del llamado Gran Sur (Androy, Anosy y Atsimo-Andrefana), que, por el 

contrario, dependían de la solidaridad de grupo y de prácticas agrícolas de subsistencia173. La 

falta de una red de protección social integral había impedido a estas poblaciones hacer frente 

a los efectos de la sequía en la agricultura de subsistencia, lo que las había obligado a 

abandonar sus hogares174. La JS4 sostuvo que la regulación de la migración climática era 

insuficiente175. 

78. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: pusiera en marcha 

acciones específicas176; adoptara una política de migración interna que tuviera en cuenta los 

efectos climáticos adversos sobre las poblaciones vulnerables, adoptara políticas 

multisectoriales, implementara una política de protección social para las personas vulnerables 

a las consecuencias del cambio climático, modificara la Ley núm. 2015-003 para incluir la 

adaptabilidad a los peligros climáticos177, y revisara las regulaciones de migración por 

motivos climáticos mientras hacía frente a las causas de los desplazamientos178. 

 2. Derechos de personas o grupos específicos 

  Mujeres 

79. La JS5 valoró positivamente los avances en materia de violencia de género, en 

particular la Ley núm. 2019-008 que tipificaba como delito todas las formas de violencia, 

incluida la violencia doméstica, la violación conyugal y las prácticas nocivas. No obstante, 

señaló que la violencia de género seguía siendo frecuente, que la financiación era insuficiente 

o estaba mal distribuida, y que el acceso a los servicios y a los mecanismos de protección era 

limitado179. La JS5 recomendó a Madagascar que hiciera cumplir la legislación contra todas 

las formas de violencia, aumentara y distribuyera equitativamente la financiación, reforzara 

los servicios de apoyo a las víctimas, especialmente en las zonas rurales, intensificara las 

campañas de concienciación, pusiera en marcha un sistema de seguimiento y recopilación de 

datos, reforzara la cooperación internacional y armonizara las intervenciones locales180. 

80. La JS5 informó de que la representación de las mujeres en los puestos de 

responsabilidad seguía siendo baja y de que los intentos de aprobar una ley de paridad habían 

fracasado181. La JS5 recomendó establecer una cuota de al menos un 40 % de mujeres en 

puestos de responsabilidad y reformar la ley electoral para introducir cuotas obligatorias y 

sanciones en caso de incumplimiento182. 

81. La JS5 observó el proyecto de ley de igualdad de género y la ultimación en curso de 

la Política Nacional de Igualdad para 2025-2035 y recomendó a Madagascar que acelerara la 

aprobación del proyecto de ley y asignara recursos para su aplicación, que colmara las 

lagunas legislativas y aplicara la legislación, que diera prioridad a las mujeres rurales y que 

llevara a cabo actividades de concienciación183. 

  Niños 

82. La JS5 observó la preocupación por la explotación sexual infantil y el secuestro de 

niños con albinismo, niños gemelos y niños en situación de calle y recomendó a Madagascar 

que elaborara y aplicara una política nacional integral de protección de la infancia que 

abarcara la explotación sexual, los niños en situación de calle, los niños en conflicto con la 

ley y la violencia contra los niños184. La JS10 recomendó aplicar la política nacional de 

protección de la infancia propuesta185. 
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83. Si bien valoraban positivamente la labor del Gobierno, entre otras cosas, el Código 

del Trabajo nuevo pendiente de validación, varias partes interesadas afirmaron que no se 

habían tenido suficientemente en cuenta las causas profundas del trabajo infantil, 

especialmente la vulnerabilidad de las familias186. La JS3 subrayó que los niños trabajadores 

eran objeto de violencia187. 

84. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: garantizara un mejor 

apoyo a la población infantil vulnerable y a sus familias, incluidos sus medios de subsistencia 

y educación, y reforzara la labor de lucha contra la violencia188; elaborara un plan nacional 

de lucha contra el trabajo infantil, sobre la base de los logros del plan anterior, y estableciera 

una estructura de seguimiento189. 

85. Se afirmó que los niños en conflicto con la ley no recibían un tratamiento diferenciado 

entre los casos sociales y penales y se enfrentaban a la corrupción, un acceso limitado a la 

atención de la salud y la malnutrición190. Las condiciones de reclusión estaban caracterizadas 

por el hacinamiento, la falta de infraestructuras y personal médico, una higiene deplorable, 

malnutrición y malos tratos, y las medidas alternativas a la privación de libertad eran 

insuficientes191. La Ley núm. 2016-018 preveía cuatro alternativas a la reclusión, pero el 

número de niños encarcelados seguía siendo elevado en comparación con el de los que se 

beneficiaban de las alternativas192. 

86. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: investigara todos los casos 

de niños en conflicto con la ley y estableciera una estrategia anticorrupción193; mejorara las 

condiciones de reclusión de los niños e implementara alternativas a la privación de libertad194; 

aprobara un presupuesto estatal para implementar la libertad condicional, nombrara 

trabajadores sociales públicos especializados en estos niños y promoviera alternativas a la 

privación de libertad en el sistema judicial195; redujera la población carcelaria, respetara las 

normas de separación, aumentara el presupuesto para alimentación, mejorara la asistencia 

sanitaria, tomara medidas contra los autores de malos tratos, creara un mecanismo de 

asistencia jurídica gratuita para los menores y dotara a todos los tribunales de un “Defensor 

de la Infancia”196. 

87. Tres partes interesadas informaron de que no se había aprobado ninguna ley que 

prohibiera los castigos corporales a los niños en todos los entornos y recomendaron a 

Madagascar que promulgara una ley que los prohibiera claramente197. La JS8 señaló las 

elevadas tasas de maltrato infantil y recomendó poner en marcha campañas de concienciación 

para desalentar la violencia contra la infancia, promover la crianza positiva, reforzar los 

servicios de apoyo a las víctimas y hacer cumplir la legislación198. 

88. A pesar de la legislación y los centros de acogida existentes, la JS3 señaló que los 

niños en situación de calle eran objeto de prejuicios y violencia y recibían una protección 

esporádica199. La JS10 afirmó que su vulnerabilidad era alarmante, habida cuenta de la falta 

de acceso al estado civil, las importantes tasas de abandono escolar, un acceso irregular a la 

alimentación y los cuidados, y el hecho de que trabajaban, mendigaban o vivían en la calle200. 

La JS3 recomendó a Madagascar que aumentara el número y la calidad de los centros de 

acogida, especialmente en lo que respectaba a los servicios de atención de la salud, educación 

y nutrición, y promoviera al mismo tiempo la no estigmatización201. 

89. La JS3 señaló las precarias condiciones de vida de los niños sin apoyo parental en los 

centros de acogida, que carecían de recursos financieros y materiales, saneamiento y 

electricidad y contaban con un apoyo estatal desigual, y la estigmatización de la que eran 

objeto estos niños202. La JS3 recomendó garantizar una financiación adecuada y equitativa de 

los centros de acogida, así como una distribución transparente de los recursos203. 

  Personas con discapacidad 

90. La JS3 informó de que la sociedad excluía a los niños con discapacidad, quienes eran 

objeto de violencia a diario, debido a que las medidas, las leyes y las políticas nos preveían 

una protección suficiente y a la falta de concienciación de la población204. La JS3 recomendó 

a Madagascar que mejorara la concienciación sobre la no discriminación y la atención 

prestada a los niños con discapacidad205. 
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91. Se informó de que, a pesar de los avances realizados, las personas con discapacidad 

seguían viviendo en situación de desigualdad y discriminación, ya que el plan de estudios no 

tenía en cuenta sus necesidades, los puestos de empleo vacantes resultaban inaccesibles, el 

acceso a las oposiciones era limitado, no había suficientes centros de formación profesional 

accesibles ni se ofrecían servicios de interpretación en lengua de señas en las 

universidades206. Se había creado un Comité Directivo para la Educación Inclusiva, pero no 

estaba operativo; además, no existía un programa de formación docente ni había un 

presupuesto para la educación inclusiva207. 

92. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: implantara la formación 

de docentes para niños con discapacidad208; revisara la política de educación inclusiva y 

promulgara el texto por el que se rige el Comité Directivo, garantizara que las políticas no 

discriminaran a las personas con discapacidad en el acceso al empleo y a la universidad, 

adaptara las infraestructuras escolares y el plan de estudios, utilizara material didáctico 

adecuado, prosiguiera la labor de concienciación sobre la integración209, y aplicara la política 

nacional de educación inclusiva210. 

93. La JS5 recomendó hacer accesibles los procedimientos judiciales y formar al personal 

del sistema judicial sobre los derechos de las personas con discapacidad, descentralizar los 

servicios de sanidad pública y eximir de impuestos y aranceles aduaneros el equipamiento 

específico para personas con discapacidad211. 

  Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

94. La JS9 observó que la legislación no prohibía la discriminación por motivos de 

orientación sexual, identidad o expresión de género y características sexuales212 y recomendó 

a Madagascar que aprobara una ley que promoviera y protegiera explícitamente los derechos 

de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales (LGBTI)213. 

  Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

95. La JS5 afirmó que, a pesar del vacío legal en la concesión de asilo o el reconocimiento 

de la condición de refugiado, Madagascar había establecido un sistema de protección de los 

refugiados, y la Ley núm. 62-006 de 1962 contenía disposiciones al respecto. El número de 

solicitantes de asilo y refugiados había aumentado, se había creado un comité técnico y se 

había elaborado un proyecto de ley para la gestión de los refugiados214. 

96. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: solicitara apoyo en forma 

de fomento de la capacidad para la protección de los refugiados y la puesta en marcha de la 

Oficina para los Refugiados y los Apátridas, aprobara legislación que regulara el sistema de 

asilo y la condición de refugiado215, y permitiera la integración económica de los refugiados 

y solicitantes de asilo hasta que obtuvieran soluciones duraderas216. 

  Desplazados internos 

97. La JS6 señaló que, a falta de factores que mitigaran las causas de la migración, los 

habitantes del Gran Sur se asentaban de forma permanente en las regiones septentrionales, lo 

que generaba tensiones con la población local y consecuencias medioambientales para los 

parques nacionales y las zonas protegidas, que se habían quemado para uso agrícola. A pesar 

de los avances legislativos para atajar algunas de las causas, la JS6 afirmó que el Estado no 

respondía a las dificultades que planteaba la migración interna y que los impactos del cambio 

climático se sentían más en el Gran Sur debido al abandono progresivo del Estado217. 

98. La JS6 recomendó a Madagascar que: estableciera un sistema de registro de las 

personas desplazadas en sus lugares de destino; atendiera las necesidades básicas y diera una 

acogida sostenible a los desplazados internos; proporcionara medios y formación adecuados 

a las autoridades locales para gestionar la migración; estableciera sistemas de producción 

agrícola sostenibles que conciliaran las necesidades de las comunidades y el respeto al medio 

ambiente; adaptara la política medioambiental para conciliar la protección del medio 

ambiente con los derechos humanos; adoptara una política antidiscriminatoria para evitar 

conflictos; luchara contra la corrupción en la gestión de tierras y bosques, y reforzara la 

transparencia de la financiación pública de las políticas medioambientales218. 
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  Apátridas 

99. La JS2 informó de que el registro civil hacía frente a dificultades, como la falta de 

formación de los funcionarios en las zonas rurales, la lentitud de los trámites y el 

desconocimiento219. La JS10 observó que, a pesar de la puesta en marcha de una estrategia 

de reforma del estado civil, las reformas resultaban ineficaces porque no se había aprobado 

un decreto de aplicación de la Ley núm. 2018-027 de Estado Civil220. 

100. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que: aprobara el decreto de 

aplicación de la Ley núm. 2018-027221; informatizara los documentos nacionales de identidad 

y promoviera la nueva ley222, y estableciera un sistema fiable de registro de nacimientos y lo 

dotara de recursos suficientes223. 

101. La JS2 señaló que no existía ningún texto jurídico específico que protegiera a los 

refugiados y apátridas, a pesar de que su número iba en aumento224. La JS5 encomió el 

proyecto de Plan de Acción Nacional para la Reducción y Eliminación de la Apatridia y el 

compromiso del Gobierno de hacer de la Oficina para los Refugiados y los Apátridas una 

realidad. Señaló que la lucha contra la apatridia requería voluntad política y que la situación 

se veía exacerbada por la estigmatización de los apátridas karana225. 

102. Varias partes interesadas recomendaron a Madagascar que validara el Plan de Acción 

Nacional y aprobara el proyecto de ley núm. 001/2021 de nacionalidad malgache226, 

reformara el Código de la Nacionalidad227, llevara a cabo campañas de concienciación para 

promover la inclusión, y pusiera en funcionamiento la Oficina228. 

Notas 

 

 1 A/HRC/43/13, A/HRC/43/13/Add.1, and A/HRC/28/2. 

 2 The stakeholders listed below have contributed information for this summary; the full texts of all 

original submissions are available at: www.ohchr.org (one asterisk denotes a national human rights 

institution with A status). 
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BCN The Stichting Broken Chalk, Amsterdam (the Kingdom of the Netherlands); 

BDP Barreau de Paris, Paris (France); 

CGNK Center for Global Non-Killing, Grand-Saconnex (Switzerland); 

ECLJ European Center for Law and Justice, Strasbourg (France); 
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GTT GTT International, Geneva (Switzerland);  

ICAN International Campaign to Abolish Nuclear Weapons, Geneva 
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ITUC International Trade Union Confederation, Brussels (Belgium); 

JAI    Just Atonement Inc., New York (United States of America); 
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 Joint submissions: 

JS1 Joint submission 1 submitted by: African Association of 

Jehovah’s Witnesses, Selters (Germany), The European 

Association of Jehovah’s Witnesses; 

JS2 Joint submission 2 submitted by: Centre for Civil and 

Political Rights, Geneva (Switzerland), Observatoire National 

des Droits Humains Madagascar, Clinique Juridique TRANO 

ARO ZO, Conseil National des Femmes de Madagascar, 

Communication pour le Développement du Menabe, 

TAVANDRA, Transparency International Initiative 

Madagascar, Zara Ombonana, ACAT-Madgascar, Clinique 

Juridique de l’ONG MITIA de Toamasina, FIANTSO 

MADAGASCAR; 

JS3 Joint submission 3 submitted by: Comité des Enfants, 

Antanarivo (Madagascar), ACCESS MAD, ACTION 

CONTRE LA FAIM, AIDE ET EDUCATION, AINA - 

Enfance et avenir, AKANY AVOKO FARAVOHITRA, 

Akany Fiezahana, AKANY FITIAVANA IKIANJA, Ank’Izy, 
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JS4 Joint submission 4 submitted by: Centre de Recherches et 
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Indien, Antanarivo (Madagascar), Femmes en Action Rurale 
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Durable; 

JS5 Joint submission 5 submitted by: Focus Development 
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Chrétiens pour l’Abolition de la Torture, Action sociale pour 

l’éducation et la formation des femmes et des enfants 

maltraités, Centre de Développement Andohatapenaka, Centre 

d’Echanges, de Documentations, d’Informations 

Interinstitutionnels, Conseil National des Femmes Malgaches, 

Consortium National pour la Participation Citoyenne, 

CRAAD-OI, Fédération des Associations Femmes et 

Développement, Fikambanan’ny Sembana Ara-Tsaina, 

Femmes en Action Rurale de Madagascar, FIANTSO ONG, 

GNY TO TSY MBA ZAINY, ILONTSERA Media Matters 

Madagascar, MCCP PAX ROMANA, Observatoire National 

des Droits Humains, OBSERVATOIRE DU HANDICAP, 

Plateforme de la Formation des Personnes Handicapées de 

Madagascar, Plateforme de la Société Civile pour l’Enfance, 

RANDRANA SENDIKALY, Sehatra Iombonana Ho an’ny 

Fananan-tany, Transparency International Madagascar, Union 

des Associations des Handicapés de Madagascar, Young 

Women’s Christian Association; 

JS6 Joint submission 6 submitted by: Franciscans International, 

Geneva (Switzerland), L’Ordre Franciscain Séculier de 

Madagascar; 

JS7 Joint submission 7 submitted by: Féderation Internationale 

de l’Action des Chrétiens pour l’Abolition de la Torture, Paris 

(France), Action des chrétiens pour l’abolition de la torture à 

Madagascar; 

JS8 Joint submission 8 submitted by: Marist International 

Solidarity Foundation, Rome (Italy), the Marist Brothers of 

Madagascar; 

JS9 Joint submission 9 submitted by: International Service for 

Human Rights, Geneva (Switzerland), and Transparency 

International - Madagascar; 

JS10 Joint submission 10 submitted by: PlateForme de la Société 

Civile pour l’Enfance, Antananarivo (Madagascar), Apprentis 
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